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			INTRODUCCIÓN

			La creciente intensidad de los movimientos migratorios representa uno de los fenómenos definitorios de nuestro tiempo. El traslado masivo de individuos que deciden cambiar su residencia en busca de un futuro mejor constituye un desafío para la realización igualitaria de los derechos reconocidos como universales. Los miembros originarios de la sociedad receptora verán en ocasiones con desconfianza a los recién llegados, a quienes identificarán como un elemento de transformación de una estructura social que hasta el momento podía resultarles cómoda y apacible. En estas circunstancias la tentación de restringir los niveles de realización de los derechos de los recién llegados se hace patente muchas veces de forma inconsciente, como si los miembros originarios de la sociedad de acogida tuvieran un derecho preferente a determinar raseros diferentes en la realización de los derechos de cada individuo. La inmigración constituiría una condición de desventaja social porque la realización de los derechos de los inmigrantes quedaría expuesta, en gran medida, a la decisión que otros pudieran tomar al respecto.

			El hecho mismo que supone la separación de su entorno vital más inmediato y el contacto con una sociedad que le resulta desconocida y que le recibe con actitudes de desconfianza y en ocasiones de hostilidad, convierte a los inmigrantes en personas vulnerables que no siempre disponen de los medios ni de la información necesaria para poder defender de la manera más adecuada el respeto a sus derechos fundamentales. Se impone en este sentido un cuidadoso análisis de las condiciones en que se produce la realización de los derechos de los inmigrantes denunciando las posibles discriminaciones que pudieran experimentar en dicho ámbito. El problema se hace más complejo cuando se toma conciencia de que la peculiar situación personal de los inmigrantes, que en ocasiones disponen de una lengua propia y de unos presupuestos culturales distintos e incluso contradictorios con los que proyecta la cultura hegemónica en la sociedad de acogida, reclama exigencias diferenciadas para hacer realidad el respeto y la realización de los derechos de carácter universal.

			La singularidad de la realización de los derechos de los inmigrantes se hace patente en el caso del derecho a la educación, puesto que se trata de formar a personas llamadas a desarrollar su existencia en un marco diferente a su entorno natural, siendo así que la determinación del objetivo del derecho a la educación podría también reclamar una determinada actitud por parte de los miembros originarios de la sociedad de acogida que igualmente podría propiciar una determinada estructuración del sistema educativo. El análisis del problema exigirá tener muy presente tanto el significado real del derecho a la educación como la captación de la complejidad del propio fenómeno migratorio con una atención preferente a su vertiente cultural.

			El presente estudio pretende enfrentarse al problema general de la realización de los derechos de los inmigrantes y a las propias consecuencias que la configuración de una sociedad multicultural tiene en orden a la estructuración de un determinado sistema educativo. La consideración de las diferentes vertientes del problema se proyectará sobre la división del trabajo en tres partes diferenciadas.

			En la primera parte, abordaremos el problema general de la realización de los derechos de los inmigrantes con un análisis singular de la implantación de los derechos políticos, sociales y culturales en el proceso de integración del inmigrante y de las medidas de orden representativo, social y cultural que constituyen otros tantos instrumentos de realización de los mismos. El trabajo se detiene en el estudio de los objetivos que animan normalmente a las políticas públicas de inmigración examinando los objetivos declarados y el peculiar papel que cumple la preservación de la conciencia personal de los miembros originarios de la sociedad de acogida como objetivo no declarado. La puesta de manifiesto de la falta de fundamento de los distintos objetivos declarados y no declarados dará paso a la consideración prioritaria que al respecto ha de asumir el libre desarrollo de la personalidad del inmigrante, puesto en entredicho por la puesta en práctica de determinadas políticas asistenciales de corte paternalista que aun garantizando un mínimo nivel de bienestar material queda muy lejos de lo que puede ser el respeto a la dignidad personal del inmigrante. El análisis se completa con la consideración de los diferentes ámbitos de actuación en que se proyectan las exigencias inherentes a la realización del libre desarrollo de la personalidad del inmigrante.

			La segunda parte de este estudio contempla la proyección del principio del libre desarrollo de la personalidad en la figura del inmigrante subrayando la vulnerabilidad inherente a su propia condición personal. Se analiza la conformación cultural de la identidad personal en un ambiente caracterizado por la contaminación cultural frente a los intentos de muchas culturas identitarias de preservar una supuesta condición pura e inmutable. La consideración de la conformación cultural de la identidad personal dará paso a la lógica reivindicación del carácter universal del derecho a la identidad cultural. Con estos antecedentes se intenta profundizar en el significado que tiene la pertenencia cultural como condición para cualquier desarrollo de la personalidad del inmigrante. Una pertenencia cultural que en el caso del inmigrante se encuentra en peligro. El problema se proyecta en la consideración de la función que cumple al respecto el reconocimiento cultural y el conocimiento plural de los diferentes sistemas culturales.

			La última parte de este trabajo tiene por objeto el imperativo de la realización de los derechos de los inmigrantes en la estructuración del sistema educativo. En él se tratan de comprobar las implicaciones educativas inherentes a las exigencias advertidas en el estudio sobre la base que proporciona la consideración del sentido general del derecho en la educación como derecho social. Se destaca la singularidad de la realización del derecho a la educación de los inmigrantes en un marco social desigualatorio en el que ocupan una posición desfavorecida. El problema ofrece dos dimensiones diferentes aun cuando implicadas hasta cierto punto: la dimensión lingüística y la dimensión cultural.

			La primera dimensión cobra una importancia singular en la medida en que se reconoce a la lengua como el instrumento de comunicación sin cuyo dominio difícilmente se puede aprovechar cualquier contenido educativo ni desarrollar las relaciones comunes a la vida social. Se subraya en este sentido la necesidad de ofrecer instrumentos adecuados a la generalización del conocimiento de la lengua común en la comunidad social y de favorecer la preservación del uso de la lengua propia como una determinada seña de la identidad cultural del inmigrante.

			El análisis de la dimensión cultural se proyecta en la consideración del trasfondo educativo de la diversidad cultural, del pluralismo como valor esencial en el proceso educativo, de la exigencia de no discriminación cultural del inmigrante y del significado que adquiere la educación intercultural como respuesta a los posibles modelos de integración del inmigrante. Una atención especial merecen las condiciones exigidas a la educación para la realización de la autonomía individual con la puesta de relieve de los problemas que suscita el reconocimiento cultural como contenido educativo, el dilema de la integración y el supuesto específico de la realización de la autonomía individual del menor. La toma en consideración de la función que en ocasiones ha cumplido la alusión a la ciudadanía como fundamento para la exclusión de los inmigrantes obliga a dedicar una atención singular a la educación para la ciudadanía y a los principios implícitos a la educación democrática. La interpretación de los conflictos culturales que plantea la realización de determinadas prácticas y actitudes que proyectan determinadas culturas identitarias como un conflicto entre derechos o valores relevantes en el que habrá que ponderar el peso de cada uno de los polos del conflicto reclamará una consideración final sobre el sentido que cobran los derechos humanos en el sistema educativo.

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			LOS DERECHOS HUMANOS FRENTE AL DESAFÍO MIGRATORIO

			1.1. EL DESPLAZAMIENTO POBLACIONAL DESDE UNA PERSPECTIVA JURÍDICA

			La humanidad ha sido testigo de cómo a lo largo de los siglos se han ido pisoteando los derechos más esenciales de los individuos pasando desde la Antigua Grecia, el Imperio Romano, la Conquista de América. Fueron etapas en las cuales, existían instituciones como la esclavitud, donde una clase de individuos eran considerados como meros objetos y tratados como tales, donde vemos también que el páter familias tenía plenos derechos sobre sus descendientes y su cónyuge, pudiendo incluso arrebatarles la vida, épocas en donde se declaraban la guerra unas ciudades contra otras por el mero interés de dominarlas y someterlas. Nos consuela pensar que estos hechos ocurrieron hace muchos siglos, pero no hay que olvidar que muchas de las etapas más atroces de nuestra historia, donde también se vulneraron los derechos innatos al ser humano, como sucedió durante las dos guerras mundiales, y numerosos intentos de exterminios raciales, sucedieron en nuestra era más reciente. Aunque nos parezca impensable que pueda volver a repetirse, nos llama la atención que no hace más de setenta años que tuvieron lugar estos acontecimientos.

			La historia nos ha demostrado que estas situaciones no conducen a nada favorable, y es por ello por lo que se empieza a legislar a partir de la II Guerra Mundial, en un sentido de defensa a ultranza de nuestros derechos más esenciales y fundamentales para el libre desarrollo de las personas. Se empieza a tomar conciencia de que el ser humano, por el mero hecho de serlo, debe tener una serie de derechos que limiten la arbitrariedad en los designios de terceras personas y de los Estados, y que protejan las esferas más íntimas del ser humano, como es, entre otros, el derecho a la vida; por el hecho de ser persona podemos vivir libremente, y nadie puede impedir su desarrollo de forma voluntaria, siempre que no se transgredan los derechos de terceros.

			Se inicia una etapa de consolidación de derechos innatos a la naturaleza humana, que tratan de garantizar la autonomía del individuo y que deben contar con el apoyo de instituciones internacionales y de los Estados para llevar a cabo el pleno desarrollo y protección de dichos derechos. Nos encontramos ante una sociedad en la que cada vez se tiene menos en cuenta las barreras geográficas, se intenta transformar la concepción del mundo dividido en continentes, naciones, regiones, ciudades, por un mundo uniformado, sin fronteras y sin condicionamientos culturales e históricos, y, sobre todo, se toma plena conciencia de la condición en sí misma valiosa de los individuos iguales en dignidad con independencia de cuál sea su origen geográfico o su lugar de residencia.

			El principio de universalidad de los derechos humanos vendría a representar esta idea general. Los derechos no serían exclusivos de un grupo concreto de personas, bien por razón de nacionalidad, bien por las características concretas que tuvieran los individuos (la pertenencia a una determinada clase social, la condición económica, genero, etc.). Serían, por el contrario, derechos correspondientes a toda persona en la medida en que constituyen la proyección inmediata de las exigencias inderogables de su dignidad. La universalización de los derechos humanos constituiría el último eslabón, una vez consumadas las etapas de la positivación y la generalización de la historia de su reconocimiento1.

			La universalidad de los derechos humanos se enfrenta en nuestros días al desafío de la situación jurídica del inmigrante, que ve con frecuencia recortado el reconocimiento de sus derechos, al margen de las dificultades que, allí donde estos son jurídicamente reconocidos, puede encontrar su realización fáctica. El «rasero de los derechos»2 se erige en este sentido en criterio determinante de la legitimidad de la propia posición del inmigrante y de las medidas que puedan los poderes públicos arbitrar al respecto.

			Es difícil encontrar en todo el mundo más de dos países que tengan una idéntica cultura y se expresen de la misma manera. Siempre existirán diferencias dentro de los Estados independientes que componen los cinco continentes. Entre los diferentes países vemos constantes luchas con el fin de defender sus derechos lingüísticos, su autonomía regional, así como el reconocimiento de sus escudos, sus himnos y sus banderas. Todos estos elementos son propios de la identidad de cada país, y hacen que los Estados sean diferentes unos de otros3.

			Con el tiempo, el sentimiento de nación o nacionalidad se va diluyendo debido a las numerosas migraciones que se producen por todo el planeta. Migraciones que, como bien se ha dicho, representan «uno de los macro fenómenos más definitorios de nuestra época»4. Los individuos que abandonan su país de origen en pocas ocasiones retornan a ellos para continuar con su anterior vida, llegan a un nuevo país afrontando una nueva vida formando una familia con una pareja del Estado de acogida y teniendo descendientes que se criarán entre dos culturas diferentes, la del progenitor extranjero y la del progenitor del país donde conviven, resultando en buena medida afectada la formación de la personalidad en estos supuestos por la incidencia paralela de dos culturas, de dos modos de ser y de sentir diferentes. La convivencia de los referidos descendientes de edad semejante que experimentan un fenómeno diferente hace que aumente de manera exponencial el nivel de conexión simultánea de los propios individuos con todo un conjunto de culturas decididamente heterogéneas. Conformándose una autentica «sociedad-mosaico de culturas»5. En el conjunto de la población mundial la estimación de migraciones representa en torno al tres por ciento, cifra que está por encima de la tasa anual de crecimiento de la población del planeta. Es un dato significativo que asume la sociedad en la que nos ha tocado vivir.

			Las principales tendencias que caracterizan a las migraciones son, por un lado, la globalización, en la medida en que puede decirse que cada vez hay menos lugares del planeta que se escapen del fenómeno de las corrientes migratorias transnacionales6. Se trata de un fenómeno no solo característico de los países que se han venido a reconocer como países subdesarrollados, sino que también vemos que se produce con una cierta intensidad en muchas naciones avanzadas como lo son en general las naciones europeas y las americanas. Por otro lado, vemos que existe también una gran diversificación entre los propios emigrantes7. No son de un único tipo, se encuentran entre otros muchos grupos en mayor o menor medida identificables los refugiados de guerra, los estudiantes, los trabajadores, los empresarios, los refugiados económicos, los que emigran libremente y los que están sujetos a redes de tráfico de personas8. A ello hay que sumarle el dato bastante significativo de que cada vez hay más mujeres que se lanzan a este difícil reto migratorio, ya sean acompañadas o de manera independiente, para lograr por sí mismas el objetivo de progresar y alcanzar una vida mejor.

			La UNESCO al estudiar el significado de los movimientos migratorios reconoce que no podemos hablar de un único tipo de inmigración. Las causas que generan las migraciones pueden ser de diversa índole, pudiendo responder a decisiones individuales, familiares, sociales, políticas, económicas, etc. Cabría destacar las razones más relevantes: a) La emigración económica: La deficiente calidad de vida, las rentas bajas, la precariedad de los puestos de trabajo, la crisis económica y la escasez de productos de primera necesidad, vienen a constituir las principales causas que llevan a los individuos a buscar un futuro mejor y dejar atrás toda esta pobreza; b) La despoblación rural: El traslado masivo de la población rural hacia los núcleos urbanos, unido a un crecimiento incesante de la población en los países que se encuentran en vías de desarrollo, genera la existencia de grades bolsas de pobreza en las áreas metropolitanas de las grandes ciudades que presionan hacia la búsqueda de mejores oportunidades; c) La reagrupación familiar: La decisión de emigrar a veces no solo abarca únicamente a la persona que se plantea tomar la decisión, sino que también las familias pueden emprenden este reto para lograr un futuro mejor para todos sus miembros. No falta en este sentido el supuesto de inmigrantes que emprenden ellos solos sin la compañía de su familia la aventura de instalarse en la sociedad de acogida y reclamen en el momento en el que ven seguras las posibilidades de desarrollar un plan de vida adecuado en la sociedad receptora la llegada de sus familiares. La reagrupación familiar, o por lo menos la reagrupación de los familiares más próximos, viene a constituir uno de los supuestos más comunes de inmigración al que los miembros de la sociedad de acogida suelen ser sensibles, legitimando en cierta manera esta situación; d) Las desigualdades estructurales: Entre las más importantes se encuentra la discriminación y persecución social que sufren las mujeres en determinados países. En gran parte, esto sucede porque algunos credos culturales incorporan esa misma discriminación a su contenido normativo dando motivos a que las mujeres emigren a otras naciones. A ello, también hay que sumarle otros factores como lo son, la falta de libertades, el estricto control, la persecución y el abuso desmesurado que sufren por parte de las autoridades de los regímenes no democráticos; y e) La rebeldía: La idea de cambio, el ansia por conocer otras realidades diferentes a las que marcaron las primeras etapas de la vida del individuo, las reivindicaciones de libertades personales, hace que muchas personas se planteen emigrar de manera definitiva como protesta al estado de la cuestión que encuentran en su país de origen, constituyendo en estos casos la inmigración una manifestación concreta de inconformismo social.

			No se puede ocultar que la emigración adquiere caracteres muy diferentes en los cinco supuestos señalados presentando una especial connotación de necesidad en el primero de ellos. Vemos en este sentido una creciente ola de movimientos migratorios, producidos en gran parte por la necesidad y la pobreza en que viven los habitantes de países subdesarrollados, o que experimenten incluso quienes aun habitando en un país desarrollado desde el punto de vista económico y contemplando en consecuencia el alto nivel de vida de los demás, se encuentran marginados de la situación general de riqueza y progreso puesto que su concreto nivel de vida es escaso y ello desemboca en el fenómeno de las migraciones.

			La Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 proporcionó una respuesta relativamente satisfactoria a esta situación. Al margen de lo que supone desde el punto de vista de la plena asunción del objetivo que representa la emancipación individual y de la lucha contra las desigualdades existentes entre los individuos la relación pormenorizada de una serie de derechos cuya titularidad se hace sin más residir en el hombre en abstracto, estableciendo en su artículo 28 que: «Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos». Rectamente entendido este artículo, implicaría para los actores de la escena internacional la obligación de eliminar de manera radical la situación de injusticia y precariedad que lleva a los ciudadanos de los países subdesarrollados a emigrar a otras zonas del mundo en busca de la consecución de un mayor nivel de vida y de la apertura de nuevas expectativas vitales, en definitiva, de una mejor realización de su dignidad personal. La Declaración Universal constituiría un impulso para la eliminación de las causas últimas que convierten a la difícil decisión de abandonar las propias raíces culturales que han ido conformando su personalidad, la familia y el entorno más íntimo en una decisión ineludible.

			Es evidente que el contenido obligacional que impone el referido imperativo de la Declaración Universal no se ha llevado a efecto en nuestros días, o por lo menos, no con la intensidad que sería deseable. Los individuos siguen sintiendo la necesidad de emigrar y no lo hacen por razones secundarias, sino movidos en general por el impulso natural de proporcionar algún tipo de satisfacción a sus necesidades más elementales.

			La emigración sería así un paliativo frente una situación internacional deficiente desde el punto de vista de la realización de la justicia social y del respeto de los propios atributos que proyecta la dignidad del hombre. Es, por tanto, conveniente que, si no se dan las circunstancias que imperativamente proclama el enunciado normativo contenido en el artículo 28 de la Declaración Universal, los afectados tengan por lo menos derecho al remedio que permite paliar, aunque sea de manera parcial e insatisfactoria, los efectos de la situación deficitaria e intolerable que les ha tocado vivir. Tanto más cuando estos efectos no tienen otra causa que la pura y simple lotería del lugar de nacimiento.

			El reconocimiento formal de ese derecho a la puesta en práctica del remedio paliativo referido se encuentra también establecido en la propia Declaración Universal de los Derechos Humanos, que señala en su artículo 13.2 que «Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio y a regresar a su país». Solo una interpretación forzada de la literalidad del texto de la Declaración permite entender que no consagra este artículo el derecho general de los inmigrantes a decidir el lugar de residencia.

			Entender el derecho a salir y a regresar a su país como una facultad que no permite al individuo permanecer en ningún sitio en el periodo temporal que media entre la salida y el regreso al país de que se trate es contrario a cualquier lógica. Si una persona sale de su país necesariamente ha de encontrarse en el momento inmediatamente posterior a su salida en otro país diferente a aquel país del que sale. No cabe pensar en este sentido en la salida y entrada del país como un acto único e instantáneo que no requiriese el transcurso de un determinado lapso temporal9, porque el punto espacial de referencia es evidentemente distinto en uno y otro caso. Un individuo no puede de ninguna manera entrar y salir del mismo país de manera simultánea.

			El problema quedaría si acaso reconducido a la posible legitimidad del establecimiento duradero en el país de acogida, sin que en principio haya razones de peso que justifiquen las limitaciones que normalmente se suelen imponer a este respecto. Ni siquiera cabría la denegación preventiva del permiso de entrada por parte de las autoridades del país afectado, porque la realización plena de un derecho fundamental no puede quedar condicionada por la sospecha de que su titular vaya a actuar en el futuro de manera contraria a los intereses de quienes tienen en sus manos el poder de impedir la realización del propio derecho. Tanto menos cuando esa sospecha no viene abonada por ningún pasado condenable del individuo, sino por una circunstancia ajena a su voluntad, de la que no se le puede considerar de ninguna manera responsable, como es la situación de indigencia en la que la propia organización internacional le ha situado, o, si se prefiere, ha permitido que se establezca sin ofrecer ninguna alternativa satisfactoria.

			A este respecto habría que recordar que no solo cabe la responsabilidad por acción sino también por omisión. La responsabilidad por omisión puede ser tan exigible como la que deriva de la realización de actos positivos concretos por parte del sujeto en cuestión, tanto más cuando lo que está en juego es el respeto de los derechos humanos y la garantía del desarrollo personal de cada individuo.

			Los antecedentes que llevan en nuestros días a la obstaculización del ejercicio del derecho en cuestión no son, en realidad antecedentes personales que recaigan sobre la exclusiva responsabilidad del agente, sino, por el contrario, antecedentes de situación, cuya responsabilidad compete a quienes tienen la posibilidad de modificarlos, no a quien en última instancia es una víctima de ellos mismos. A nadie se puede condenar por un hecho en el que de ninguna manera ha intervenido, y mucho menos cuando la condena consiste en la privación de los derechos fundamentales.

			Resulta absolutamente paradójico que la comunidad internacional pueda establecer un consenso con respecto a una declaración tan elemental, y ese mismo consenso se traslade a la desvirtuación de su significado, haciendo decir al enunciado normativo referido lo que de ninguna manera dice, o para ser más exactos, asumiendo que lo que de una forma tan clara dice en realidad no queda dicho. Eso supone representar en la declaración normativa una voluntad de engaño que en sí mismo contradice a la propia filosofía de los derechos humanos.

			Lo hasta ahora indicado no debe entenderse como una defensa general del derecho ilimitado al libre establecimiento de las personas en el lugar del mundo en que residan. Puede haber razones que justifiquen las limitaciones de este derecho. Los derechos no son, ni pueden ser, absolutos. Han de convivir unos con otros, y la convivencia no puede darse sin un cierto grado de limitación de los mismos. Su carácter limitado es una consecuencia lógica del contexto social en el que tiene que producirse su realización. Esa limitación habrá de resultar en cualquier caso justificada, porque, de no mediar conflicto con ningún otro derecho o con un bien relevante, la realización de los derechos constituye un imperativo inexcusable que compete a todos los que tienen la capacidad de remover los obstáculos que se le oponen, y de manera particular a los poderes públicos.

			La idea de los derechos entendidos como enunciados obligatorios para los demás reflejaría a la perfección esta tesis. Las proclamas de la imposibilidad de realización de los derechos, en este caso de la imposibilidad de realización del derecho al libre establecimiento en el lugar que decida el individuo, obviarían el sentido último de su naturaleza. Pero no es desde luego este el caso que nos ocupa.

			No es que sea en sí misma imposible la realización plena del derecho en cuestión. Lo que es en verdad imposible es la simultánea realización en toda su plenitud del contenido normativo de los derechos que entran en conflicto en los diferentes supuestos. La solución del problema solo puede producirse a la vista de la prudente ponderación de los valores en juego, porque si no hay conflicto no hay ninguna justificación a las restricciones que se le quieran imponer

			1.2. LA IMPLANTACIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICOS, SOCIALES Y CULTURALES EN EL PROCESO DE INTEGRACIÓN DEL INMIGRANTE

			Las restricciones que por lo general se suelen establecer en las sociedades desarrolladas a los derechos fundamentales en relación a los fenómenos migratorios no solo afectan al propio derecho a elegir el lugar de residencia. Afectan también a la situación de quienes, habiendo superado esa barrera inicial, se encuentran ya establecidos de hecho en el nuevo país. Se produce en muchas ocasiones, y precisamente en relación al colectivo de los inmigrantes una situación de discriminación interna de los residentes de hecho, motivada en gran medida por el sentimiento de ajenidad que los miembros originarios de la sociedad receptora manifiestan en relación a ellos10. Los inmigrantes se presentan como «el arquetipo de los sujetos de derecho de segundo orden»11.

			Esta discriminación adquiere tonalidades diferentes en relación a los derechos políticos, a los derechos sociales y a los derechos culturales. Son, en cualquier caso, todos ellos derechos de indiscutible relevancia para el propio desarrollo personal del inmigrante en la nueva sociedad. Los derechos políticos porque permiten a los individuos participar en las decisiones colectivas, que son por otro lado las decisiones que les van a afectar directamente al regir el sentido general de su existencia en el marco de la sociedad receptora asumiendo pleno protagonismo como actores de la vida social, implicados en el mejor devenir de la misma. Los derechos sociales porque traducen las exigencias indispensables para la cobertura de las necesidades básicas de los individuos. Sin ellos no tiene sentido el planteamiento del disfrute de los demás derechos; son, por así decirlo, prerrequisitos para la realización de cualquier derecho fundamental. Finalmente, los derechos culturales porque la cultura propia representa el soporte del desarrollo de la personalidad de los individuos12. Las ideas, creencias y modos de vida que conforman esa misma cultura le proporcionan al individuo una cierta seguridad en sus juicios y valoraciones que le permite afrontar con firmeza sus propias decisiones. Se explica en este sentido la relevancia del reconocimiento cultural como fundamento de cualquier política de la diversidad.

			Si ya puede decirse que la realización de estos derechos es inaplazable para el individuo en general, con mayor motivo lo será para el inmigrante, que se ve envuelto en una peculiar singladura vital, en un marco de convivencia hasta entonces desconocido y que en muchas ocasiones le puede resultar hostil. La separación de su entorno natural, privándole de su red de relaciones y de los símbolos en los que ha venido reconociendo el sentido de su existencia le hace especialmente vulnerable. La discriminación que puede experimentar en la realización de sus propios derechos producirá, con toda probabilidad, un perjuicio que resulta mayor que el que pueda ocasionar a quien, plenamente concienciado de su condición de titular de los mismos, pueda ver puntualmente comprometida la realización integral de alguno de ellos. En este sentido los derechos humanos cobran pleno significado como derechos a reivindicar de manera particular con respecto a las personas más débiles13.

			En sentido contrario, la conciencia que puedan tener como ejercientes sin cortapisas de los derechos cuya titularidad les corresponde por su participación de una común naturaleza con los demás individuos facilitará su integración en la sociedad de acogida. El inmigrante desprovisto de los derechos se ve obligado a luchar por ellos, por su realización e incluso en algunas ocasiones, en el caso de los derechos políticos, sobre todo, por alcanzar el reconocimiento de su titularidad acumulando en el caso de que su lucha fuera en vano un sentimiento de desconfianza hacia los demás miembros del grupo social, que, en cierto modo, pasan a convertirse en enemigos. Se sientan así las bases para la exclusión social del inmigrante. La integración de los inmigrantes se convierte de esta manera en una «carrera de obstáculos»14 que puede llegar a resultar muy difícil de superar. Y no precisamente porque les falte la intención para ello a los sujetos primordialmente afectados por el problema.

			La tendencia a exigir la asimilación de los inmigrantes como condición para la admisión en la sociedad de acogida que impulsan en muchas ocasiones los poderes públicos y la propia actitud de menosprecio y marginación por parte de los particulares constituye una vulneración adicional de los derechos en la medida en que priva al individuo del soporte fundamental para el desarrollo de su personalidad. Entramos así en una situación circular: la privación de los derechos genera exclusión, que a su vez es contestada por el grupo social con la puesta en marcha de una política de asimilación cultural, que asimismo constituye una evidente transgresión de los derechos fundamentales del afectado. La solución real del problema, pasará, una vez asumida la propia condición de inmigrante que se atribuye al individuo15, por la garantía de una adecuada realización de los derechos en el triple ámbito referido, realización que plantea diferentes matices en cada caso.

			El reconocimiento de los derechos políticos es, como en el caso de cualquier otro derecho, el presupuesto necesario para su realización. No cabe imaginar una realización espontánea de los derechos políticos, entre otras cosas porque, en la medida en que su activación tiene por objeto fundamental la formación de decisiones colectivas, ello supondría una cierta privación de derechos legalmente reconocidos a los demás, que solo podrían participar en una menor medida en la formación de la referida decisión colectiva. Se impone en este sentido el reconocimiento legal expreso de los derechos políticos de los inmigrantes. Al margen de la propia implicación al respecto de la idea de la universalidad de los derechos, hay tres razones fundamentales para sostener la plena atribución de este tipo de derechos a los inmigrantes.

			La primera tendría directamente que ver con la propia lógica de la relación que media entre la titularidad y el ejercicio de los derechos. Y es que, encontrándose el inmigrante en un país diferente al de su origen, difícilmente puede ejercitar ningún tipo de derecho en el mismo. La presencia física, precisamente porque no puede producirse en este tipo de supuestos, constituiría un impedimento de hecho, o cuando menos un obstáculo considerable, a la realización de los derechos políticos. El ejercicio de los derechos por correspondencia o representación, que ciertamente viene reconocido por los ordenamientos jurídicos, constituye una simple excepción, con independencia del hecho evidente de que nunca podrá considerarse un ejercicio en plenitud si el inmigrante se encuentra desconectado de la realidad social del país en el que ha de tomar las decisiones. La información que provoca la vivencia inmediata de la realidad social, la toma del pulso de los problemas a los que se enfrenta en el momento concreto la comunidad social de que se trate, constituye un presupuesto lógico de la realización de los derechos, un presupuesto que resulta de imposible acceso cuando media una separación geográfica, al menos cuando esta cubre un largo espacio temporal.

			El inmigrante se encontraría así en la paradójica situación de no poder ejercitar sus derechos allí donde le son legalmente reconocidos, viéndose privado de su reconocimiento donde podría perfectamente ejercerlos. En el primer caso se enfrenta a una imposibilidad fáctica, estructural a la propia realización de los derechos. En el segundo caso a una imposibilidad exclusivamente jurídica, fruto de la voluntad concreta al respecto que expresa el legislador. Pero el efecto sería idéntico en los dos supuestos señalados: quedaría el inmigrante privado del ejercicio de los derechos.

			La privación de la posibilidad real de ejercer los derechos políticos en el país de acogida resultaría desde este punto de vista injustificada al tener un carácter estrictamente legal, proviniendo en consecuencia de la decisión de unos individuos (los originarios del país de acogida) que, haciendo caso omiso del carácter universal que se les supone a los derechos humanos deciden privar a otros (los inmigrantes) de sus derechos. Que sea utópica o improbable la realización de los derechos políticos con respecto a los inmigrantes no quiere decir que no sea posible o incluso exigible desde el punto de vista de la legitimidad16. Si nada se puede hacer ante la imposibilidad fáctica de la realización de los derechos, sí parece razonable exigir que se remueva el obstáculo que representa la imposibilidad jurídica.

			La segunda razón atendería a la propia lógica del progreso social. La posibilidad efectiva del ejercicio de esta categoría de derechos no debería ser entendida como un premio concedido a aquellos inmigrantes que han logrado, tras un largo periodo de convivencia, integrarse en la sociedad de acogida, sino que se debe concebirse como una condición del todo imprescindible para la acomodación social del inmigrante17. Difícilmente se va a conseguir que los inmigrantes cooperen al desarrollo social en el país receptor si este les excluye de la toma de las decisiones en las que se define el rumbo a seguir por el propio país.

			El individuo marginado de la decisión colectiva que va a regir su existencia futura se verá desalentado para cooperar de la mejor manera posible a la realización de los objetivos inherentes a ella. En lugar de pensar que trabaja para sí mismo, para su propio beneficio, porque ayudando al país se está a su vez ayudando indirectamente como integrante activo del grupo social que progresa con esa misma ayuda, pensará que trabaja para otros, que es en definitiva un simple asalariado al servicio de un fin que no le compete ni le interesa en absoluto, que el mismo piensa que no afecta a sus intereses más directos que por desgracia para él vienen marcados por la decisión de los miembros originarios de la sociedad de acogida. La desmotivación del inmigrante es la consecuencia lógica de este tipo de situaciones. Una desmotivación que no afecta exclusivamente al ámbito laboral, sino también a las propias vivencias sociales. La falta de compromiso con el destino del país de acogida no puede ser entendida como una razón para la exclusión de los inmigrantes de la realización de ningún tipo de derechos, porque no es culpa suya que falte precisamente el compromiso, sino, más propiamente, como el efecto automático que induce la propia actitud que respecto de ellos toman los ciudadanos originarios del país de acogida.

			La tercera razón atendería a la propia lógica del principio democrático que exige una cierta identidad entre los individuos que participan en el proceso de creación y quienes sean en último término los destinatarios de las normas jurídicas. El individuo se autodetermina cuando participa en la elaboración de la norma jurídica que va a regir su conducta futura. Es él mismo quien, en cooperación con los demás miembros de la comunidad social en la que desarrolla su existencia, de alguna manera decide lo que va a hacer, o por lo menos lo que le va a quedar permitido llevar a cabo. El hecho de que su opinión pueda ser rebatida por la opinión de los demás integrantes del cuerpo social que puedan provocar la atribución de un sentido diferente a la decisión finalmente adoptada no le resta protagonismo en el proceso que conduce a la misma adopción de la decisión, que en algún sentido puede considerarse indudablemente como una decisión propia.

			Tampoco la mediación de los instrumentos inherentes a la democracia representativa, el hecho de que no sea el propio individuo, sino sus representantes quienes determinen el contenido normativo de los textos legales puede desvirtuar el referido protagonismo. Al fin y al cabo, en este tipo de supuestos el inmigrante está participando en la toma de las decisiones, por más que sean los representantes políticos los que hagan valer con mayor o menor fidelidad sus opiniones. Evidentemente, la exclusión de los inmigrantes de la realización de los derechos políticos hará de todo punto inviable este tipo de autodeterminación individual, que, aun mediatizada por la inexcusable intervención de los instrumentos inherentes al sistema de la democracia representativa, certifica la condición del individuo como protagonista directo de su propia vida y de las decisiones relevantes concernidas en ella.

			Cobra plena sentido ante este panorama desalentador la imprescindible reivindicación del carácter universal de los derechos políticos, que no puede permitir que se produzca una excepción en el caso del inmigrante, quien paradójicamente está más necesitado, por la situación de extrema vulnerabilidad social en que en muchas ocasiones se encuentra, de sentirse protagonista directo de la vida social y política del país en el que de hecho se desempeña. Como bien ha señalado Javier de Lucas, «al contrario de lo que sostiene la ortodoxia sobre los derechos de la ciudadanía, la participación política es condición de la dignidad, un derecho sin el cual no tiene sentido hablar de derechos, ni de integración; los derechos políticos no son la guinda del pastel, sino su base»18. Esto supone una crítica inmediata a las políticas públicas que tratan de armonizar la idea de integración de los inmigrantes con la de la restricción de sus derechos políticos, puesto que «sin acceso a los derechos políticos no hay proyecto de integración que sea creíble»19.

			Son sobre todo intereses injustificados de clase (los intereses de la clase que en los diferentes supuestos que representa la mayoría nacional) los que se interponen a la indiscriminada realización de este tipo de derechos. La clásica distinción entre los derechos del hombre y del ciudadano consagrada ya en la Declaración francesa de 1789, tantas veces utilizada como «coartada perfecta»20 para legitimar la exclusión en relación a los derechos políticos, pierde todo su sentido si nos atenemos a la idéntica función que este tipo de derechos cumple en orden a la realización plena de la autonomía individual, con independencia de cuál sea el lugar de origen del propio individuo21.

			La expresión ciudadanía recupera todo su significado como paradigmática expresión de la idea de igualdad entre los hombres en tanto les hace a todos igualmente partícipes de la titularidad y ejercicio de los derechos. La ciudadanía se presenta como alternativa inmediata a la ciudadanía por exclusión, que resulta incompatible con las exigencias que de manera inexcusable plantea el principio de universalidad de los derechos. No se trata tanto de reconocer una ciudadanía universal en el sentido que supone la promoción de decisiones de alcance supranacional en cuya elaboración participen, por estar involucrados los intereses del propio país, todos los individuos, como de hacer realidad a esos mismos individuos (a la universalidad de los individuos) el ejercicio pleno de sus derechos políticos en el ámbito en el que desarrollan efectivamente su vida, el único ámbito en el que por lo demás pueden ejercitarlos sin ningún tipo de cortapisa estructural22.

			La ciudadanía universal no está reñida con la división nacional, en tanto constituye un imperativo de llevar a cabo a nivel nacional la interdicción de la exclusión de los no nacionales de la titularidad y de la consiguiente realización del contenido obligacional de los derechos que como ciudadanos les corresponden. Es este el sentido genuino que cabe atribuir a la idea de ciudadanía en su referencia a los derechos. Lo contrario pondría de manifiesto más una universalidad de la exclusión (todos estaríamos expuestos conforme a esta tesis a ser excluidos en caso de tener que abandonar por la razón que fuere nuestro país de origen) que una universalidad de la titularidad y ejercicio de los derechos.

			Es esta última una acepción incompatible a todas luces con la larga tradición de los derechos humanos como instrumento para la progresiva emancipación del individuo. Una acepción que resulta por lo demás absolutamente inadmisible a estas alturas de la historia por lo que de directo atentado a la dignidad del hombre y a la misma idea de autodeterminación individual representa23. La pervivencia en los ordenamientos jurídicos de nuestras sociedades del atentado a la dignidad humana que supone la exclusión de los inmigrantes del reconocimiento legal de sus derechos políticos constituye en este sentido un anacronismo muy difícilmente justificable.

			La situación de los inmigrantes tiene un carácter completamente distinto en lo que respecta a la realización de los derechos sociales. A diferencia de lo que sucedía en el caso de los derechos políticos, en general la configuración del inmigrante como titular de los derechos sociales está garantizada por los distintos ordenamientos jurídicos, por más que algunas reformas legislativas parezcan directamente empeñadas en ponerla en cuestión24. Otra cosa es lo que pueda suceder en lo que tiene que ver con el ejercicio efectivo de los mismos.

			En cualquier caso, se da por lo menos, cuando la señalada titularidad se reconoce en el plano formal, el presupuesto imprescindible para hacer realidad ese ejercicio de los derechos. El Estado, que no tiene inconveniente en privar a los inmigrantes del protagonismo que deberán tener en la toma de las decisiones colectivas, sí se responsabiliza del cumplimiento de sus obligaciones cuando están en juego las necesidades básicas subsistenciales de los individuos, sean o no nacionales del país del que se trate. El argumento de que no se puede tratar al inmigrante como si fuera un objeto tiene aquí pleno vigor, dejando en evidencia el absurdo de entender que sí puede ser en cierta manera cosificado para excluirle de cualquier intervención en la elaboración de la decisión colectiva.

			Esta actitud refleja a nuestro entender un cierto sentimiento de superioridad por parte de los miembros originarios de la sociedad de acogida que con su actitud ponen de manifiesto que no consideran competentes a los inmigrantes para decidir por sí mismos en un ámbito ajeno al que marca el lugar de nacimiento, y sin embargo sí los entienden acreedores de los derechos que necesitan para mantener un cierto nivel de vida, aunque sea un nivel pura y simplemente subsistencial25. Es, pues, una actitud paternalista con respecto a los que vienen directamente considerados por ellos mismos como seres inferiores que requieren que otros decidan por ellos, pues si así no fuera se supone que corren el riesgo de tomar una decisión equivocada en orden a la realización de sus intereses. Pero es también, en cierto modo, una actitud que refleja una voluntad de exclusión mitigada por la conciencia de no hacer nada que produzca previsibles consecuencias que puedan provocar en ellos mismos incómodos remordimientos personales.

			La sociedad es en general sensible a esta situación. Existe un sentimiento compartido de que hay que garantizar a cualquier individuo, sea o no nacional del país de que se trate, alimentos, atenciones sanitarias, educación, vivienda digna, etc., en definitiva, los bienes que podríamos considerar como bienes de naturaleza subsistencial. Es por ello que cuando se produce por parte de los poderes públicos un incumplimiento de las obligaciones legales en relación a la realización de los derechos sociales de los inmigrantes se produce también normalmente una reacción espontánea del grupo social, por lo menos la reacción más o menos agresiva de una parte del mismo.

			Esta reacción social ayuda desde luego a mejorar en buena medida la situación personal del inmigrante, porque cuando menos le garantiza alcanzar un cierto nivel subsistencial. Pero está muy lejos de satisfacer el problema en toda su globalidad, entre otras cosas porque es la sociedad de acogida y no el propio inmigrante quien decide qué nivel de asistencia se ha de aplicar y el concreto modo en que ha de producirse la misma.

			Si decimos que los derechos sociales constituyen, por lo que suponen de realización de las necesidades básicas del individuo, la base inexcusable para el ejercicio de los demás derechos26, está claro que una realización insatisfactoria de tales derechos sociales provocará una falta de firmeza de la base que permite al individuo desarrollarse plenamente como persona a través de la puesta en práctica de sus propios derechos. En este sentido también la situación de los derechos sociales del inmigrante, aunque mucho más cuidada que la de los derechos políticos, parece ciertamente mejorable.

			Las migraciones traen consigo un aumento del carácter intercultural de las sociedades de nuestros días. Se ven obligados a vivir en un mismo ámbito geográfico individuos con sustratos culturales muy diferentes. En esta situación los miembros de las minorías culturales suelen intentar expresar con distintos símbolos y actitudes los principios propios de su propia cultura. Muchos de estos símbolos y actitudes pueden resultar ofensivos a los individuos originarios de la sociedad receptora, que en ocasiones los consideran directamente incompatibles con la vigencia de sus propios principios culturales. El problema se hace evidentemente mucho más acuciante cuando el argumento dado para oponerse a la expresión cultural de la minoría es que los referidos símbolos y actitudes vulneran derechos básicos universalmente reconocidos. Esto provoca un conflicto en el que lógicamente tiene las de perder la minoría cultural.

			Por otro lado, es muy común que la cultura dominante manifieste su hegemonía reproduciéndola en la visión degradante que ofrece de las minorías culturales. Esto afecta directamente a la autoestima de los inmigrantes con cultura propia diferente de la cultura establecida. Un individuo que ve cómo se pone en entredicho el valor de su cultura con actitudes profundamente despectivas o que comprueba la desconfianza o agresividad que en el seno de la comunidad provocan sus propias manifestaciones simbólicas se sentirá con toda seguridad inseguro acerca de su propio valor como ser humano y de su competencia para tomar decisiones propias en los asuntos más relevantes, aunque se trate de asuntos que aparentemente le interesen exclusivamente a él. La consecuencia de ello es en la generalidad de las ocasiones la acrítica aceptación por su parte de la actitud paternalista adoptada por los poderes públicos, en definitiva, su entreguismo a lo que los demás puedan decidir por él.

			La pérdida de autoestima que provoca la falta de reconocimiento cultural se hace patente en la generalización de una enseñanza en la que se excluye la información relativa a su propia cultura, o sin más se ofrece una interpretación sesgada de los principios fundamentales que la informan. Es muy difícil que en esta situación pueda reproducirse la cultura minoritaria en las sucesivas generaciones. Muchas veces la reivindicación que se hace de los derechos culturales busca precisamente que no se aniquile la cultura propia, que se dé una opción a los miembros de esa pequeña comunidad que conforma la minoría cultural de que se trate de ajustarse a unas tradiciones compartidas por sus antepasados y que han formado el entorno más próximo de su desarrollo cultural. El reconocimiento cultural se manifiesta en estos casos como una exigencia inaplazable27.

			Por otro lado, la realización de los derechos sociales es llevada a cabo normalmente de una manera que podríamos considerar como realización estándar, sin tener en cuenta en la debida medida las características específicas y las peculiaridades culturales de sus beneficiarios.

			Paradójicamente la realización de los derechos sociales es captada en estos casos como una forma más de agresión cultural. Los poderes públicos se enfrentan en ocasiones a este problema en términos taxativos, sin ofrecer otra alternativa que no sea la realización o no realización de los derechos sociales conforme al esquema tradicional. Un efecto de la situación de inferioridad que viven normalmente las minorías culturales es que estas no suelen reclamar una realización de los derechos sociales que atienda a su identidad cultural, limitándose al rechazo de unas medidas que por su carácter vital la sociedad receptora trata a veces de imponer por la fuerza28.

			El planteamiento de estos problemas suele llevarse a cabo atendiendo exclusivamente al fondo material del asunto, para el que se trata de buscar la mejor solución. Se olvida que las manifestaciones de la cultura propia, bien en la exigencia de reconocimiento cultural, bien en la expresión de símbolos y actitudes, o en la negativa al disfrute de los derechos sociales conforme al método tradicional, constituyen una directa proyección del propio modo de ser del inmigrante, cuya autonomía puede verse ciertamente perjudicada por la actitud cicatera de la sociedad receptora a este respecto.

			El derecho a la identidad cultural vendría a compendiar este tipo de exigencias, porque sin la posibilidad de asumir la propia vida conforme a los dictados de la pertenencia cultural, su propio desarrollo personal resulta de alguna manera perjudicado. La eventual colisión del derecho a la identidad cultural con otros derechos o con otros valores dignos también de respeto no nos debe hacer perder de vista la misma caracterización de la referida identidad cultural como un derecho que, en tanto no colisione con otros derechos o intereses reconocidos como relevantes, debe ser realizado hasta sus últimas consecuencias. La colisión se hace evidente en el caso de la realización de los derechos sociales en clave de identidad cultural, puesto que su coste económico podría ser destinado a resolver otros problemas o necesidades más urgentes. Pero ello no va en detrimento del reconocimiento de la realización del derecho subjetivo a la identidad cultural como un concreto polo del conflicto29. La solución a atribuir al problema de la colisión de los derechos, en el que de una parte está el derecho a la identidad cultural, dependerá de la razonable ponderación que se lleve a efecto entre el peso correspondiente a los derechos y valores que en los diferentes supuestos se presentan enfrentados30.

			1.3. LOS DERECHOS DE LOS INMIGRANTES EN LA FASE DE ESPECIFICACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS

			La evolución de los derechos humanos que parecía dar por cerrada la plasmación del principio de su universalización en la Declaración Universal ha sido prolongada con la apertura de un nuevo proceso que se reconoce como el periodo de la especificación de los derechos humanos. Con él se quiere dar a entender que muchos individuos que, precisamente como consecuencia de la aplicación del principio de la universalidad de los derechos, tienen legalmente reconocidos sus derechos, a la hora de la verdad se ven por razones de distinto tipo excluidos en alguna medida del disfrute de los mismos, formando a su vez estos individuos un grupo social singular caracterizado por la peculiaridad concreta de su situación dentro del grupo social. La indiferenciación de su reconocimiento que impone el principio de no discriminación en la titularidad de los derechos no impide que tenga lugar a veces de una manera muy sangrante y llamativa la discriminación en el disfrute de los derechos por parte de quienes, por una u otra razón, no responden al modelo de individuo más generalizado en la comunidad de que se trate.

			Ante esta situación han respondido determinados sectores activando la sensibilidad por lo que la misma representa de injusticia social. Así, frente al modelo general que proclama la universalidad de los derechos como derechos del hombre en general, se van produciendo declaraciones singulares de derechos que reflejan los derechos de quienes se suponen que se encuentran en una situación particular que reclama una concreta toma de postura al respecto. Es, por ejemplo, el caso de la Declaración de derechos del niño, de la Declaración de derechos del enfermo, del ciudadano de la tercera edad, etc. En realidad, en estos casos no se está reclamando el reconocimiento de derechos específicos de esos individuos, sino que lo que se está haciendo es requerir a los poderes públicos para que hagan realmente efectivo el ejercicio de esos derechos también en relación a esos individuos que en principio resultan excluidos del disfrute de los derechos que les vienen ya reconocidos normalmente por los textos constitucionales de sus países31.
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